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PROCESADA: PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA
DELITO: FRAUDE PROCESAL 

ASUNTO: CONFIRMA AUTO DE PRIMERA INSTANCIA 

PRESUPUESTOS DE LAS NULIDADES PROCESALES/ Omisión de incluir delitos en la acusación no es causal de nulidad al no transgredir los principios de taxatividad y congruencia ni vulnerar las garantías procesales de las partes/ Irregularidad alegada fue inoportuna y carente de legitimación al ser propuesta por la Fiscalía en la audiencia de individualización de pena/ Deber de formular cargos omitidos de forma independiente 
“(…) en el trámite adelantado se han respetado los derechos fundamentales de la judicializada, quien ha estado representada por un profesional del derecho, y se ha observado lo previsto en la normativa procesal penal vigente.

Tampoco se atentó específicamente contra el principio de congruencia, ya que el punible incluido en dicha formulación encaja dentro de los hechos que fueron descritos por la Fiscalía, y conforme a ello se procederá a dictar el correspondiente fallo de condena.

(…) quien da lugar al vicio procesal no está legitimado para solicitar una nulidad con fundamento en el propio error cometido, y pretextando una supuesta afectación procesal que atañe única y exclusivamente a la contraparte. 

El error en que incurrió la Fiscalía bien pudo enmendarse antes de que el asunto arribara ante el juez de conocimiento para hacer la verificación de la aceptación de cargos y la individualización de pena y sentencia, porque lo ideal es que exista una unidad procesal respecto a los hechos y los punibles que de los mismos se derivan, pero no fue así, luego entonces, lo procedente es que se realice una audiencia para formular cargos de manera independiente por ese otro punible, como bien lo indicó el funcionario de primer nivel, sin que ello implique afectación de ninguna garantía constitucional, ni tampoco que se deje sin efectos lo actuado en el presente proceso.”
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se decide lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por la representante de la FGN, contra la decisión adoptada por el Juez Tercero Penal del Circuito de Pereira, en el sentido de no decretar la nulidad de lo actuado dentro de la causa de la referencia. 
2. ANTECEDENTES

2.1 Según se afirma por el órgano persecutor, mediante denuncia penal presentada por la representante del Consejo Profesional Nacional de Ingeniera -COPNIA-, se logró establecer que la señora PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA solicitó a esta institución la expedición de la matrícula profesional, la cual no le fue otorgada porque se estableció que realmente no había obtenido el título profesional de Ingeniera Ambiental de la Universidad Libre, como quiso hacerlo ver en las copias del acta de grado y diploma que aportó. Así mismo, que hizo incurrir en error a la administración municipal, concretamente a la Alcaldía de Pereira y al Aeropuerto Matecaña de esta ciudad, toda vez que valiéndose de esos mismos documentos, que resultaron ser falsos, acreditó los requisitos exigidos para varios cargos, y en virtud de ello fue nombrada por esas entidades mediante contratos de febrero 04 y octubre 28 de 2011.
2.2 Por esos hechos, una vez adelantadas las labores investigativas respectivas, la Fiscalía formuló imputación (septiembre 17 de 2015) ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, en la cual se le atribuyó a PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA autoría en la conducta de fraude procesal, conforme lo previsto en el artículo 453 del C.P., cargo que la indiciada ACEPTÓ.
2.3 En virtud al allanamiento unilateral a los cargos imputados, la actuación pasó al conocimiento del Juez Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de individualización de pena (febrero 05 de 2016), acto en el cual el titular procedió a verificar la aceptación de cargos, y luego corrió el traslado a las partes para que manifestaran lo pertinente, acorde con lo establecido en el artículo 447 C.P.P. Una vez concedida la palabra al delegado de la Fiscalía para esos efectos, solicitó que se decretara la nulidad de la actuación a partir de la formulación de imputación, debido a que no hubo congruencia entre la situación fáctica allí expuesta y la adecuación jurídica que se hizo, toda vez que la indicada para cometer el delito de fraude procesal se valió de documentos públicos falsos, tales como, diploma y acta de grado; e incluso, intentó tramitar una tarjeta profesional como ingeniera, y en esas condiciones debió atribuírsele también el delito de falsedad en documento público agravado por el uso, el cual no se incluyó en los cargos por un error involuntario. 
2.4 El despacho no accedió a las pretensiones del delegado del ente acusador, y al efecto argumentó: (i) la solicitud invocada además de extraña es extemporánea, teniendo en cuenta que ya se profirió un sentido del fallo de carácter condenatorio; y (ii) no es necesario decretar la nulidad, por cuanto se pueden hacer cargos de manera independiente por los delitos que se hayan dejado de imputar.
2.5 La Fiscalía no estuvo conforme con esa determinación e interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, los cuales sustentó de la siguiente manera:

Consideró que con la narración extensa de los hechos que se hizo en el oficio de solicitud de la audiencia de individualización de pena y sentencia, la judicatura decretaría en forma oficiosa la nulidad.
En su sentir el no declarar la nulidad constituiría una flagrante vulneración al derecho de defensa de la procesada, y también al debido proceso, por cuanto sería inadecuado pretender que se adelante una causa por el fraude procesal y en forma paralela otra investigación por la falsedad en documento público, ya que existe un concurso de delitos y sería más conveniente para la acusada que se le diera la oportunidad de decidir si acepta cargos por todos los punibles una vez esté correctamente formulada la imputación, y de contera tendría unos beneficios y unas penas distintas de las que corresponderían al tomarse cada una de esas conductas de manera independiente.
El principio rector de congruencia se quebrantó debido a su equivocación al momento de formular los cargos, pero por su error no puede pagar las consecuencias la acusada, quien se ha mostrado siempre colaboradora. 
En consecuencia, pide que se revoque la determinación adoptada.
2.6 La togada que representa los intereses de la entidad COPNIA dijo acompañar al representante de la Fiscalía tanto en su argumentación como en su pretensión. Y, por su parte, el defensor de la judicializada no hizo ningún pronunciamiento al respecto.
2.7 El funcionario de primer nivel mantuvo su decisión con idénticos argumentos, a los que agregó que la nulidad es una medida extrema para los casos en los que no se tenga otra manera de subsanar la actuación, pero ello no ocurre en el que aquí se pone de presente, toda vez que el error presentado se puede corregir por parte de la Fiscalía al solicitar al juez de control de garantías la formulación de imputación de los cargos  que no fueron incluidos en su oportunidad.

Adicionalmente manifestó que la jurisprudencia del órgano de cierre refiere que la congruencia se predica entre la acusación, la petición de condena y la sentencia, por lo que la vulneración de ese principio no se da en este caso, ya que entre la imputación, el allanamiento a la misma y la decisión, que serían los equivalentes por tratarse de una terminación anticipada, existe consonancia y precisamente el despacho emitió un sentido del fallo condenatorio acorde con los cargos formulados y aceptados por fraude procesal.
El señor Fiscal no analiza ni expone en qué consistiría el perjuicio en lo tocante a la vulneración del debido proceso y al derecho de defensa, por el mero hecho de formular los cargos por separado respecto de los otros punibles. Dicha aseveración -a su juicio- es tan carente de fundamento, que quien representa los intereses de la acusada se abstuvo de recurrir y manifestó que consideraba más conveniente mantener una posición neutral al respecto.
3. CONSIDERACIONES
3.1. Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía y la apoderada de la víctima-.

3.1 Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a determinar, de conformidad con los argumentos esbozados por las partes recurrentes, si fue acertada la decisión adoptada por el juez a quo en cuanto negó la nulidad de la formulación de imputación realizada a la señora PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA, o si, por el contrario, hay lugar a su revocatoria o modificación.
3.1 Solución a la controversia

Da cuenta la situación fáctica esgrimida por la Fiscalía, que mediante denuncia penal presentada por la representante del Consejo Profesional Nacional de Ingeniera-COPNIA, se dio a conocer que la señora PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA solicitó a esta institución la expedición de la matrícula profesional, la cual no le fue otorgada porque se estableció que realmente no había obtenido el título profesional de Ingeniera Ambiental de la Universidad Libre, como quiso hacerlo ver en las copias del acta de grado y diploma que aportó. Así mismo, que hizo incurrir en error a la administración municipal, concretamente a la Alcaldía de Pereira y al Aeropuerto Matecaña de esta ciudad, toda vez que valiéndose de esos mismos documentos, que resultaron ser falsos, acreditó los requisitos exigidos para varios cargos, y en virtud de ello fue nombrada por esas entidades mediante contratos de febrero 04 y octubre 28 de 2011.

Por esos hechos la Fiscalía formuló imputación a PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), en la cual le atribuyó autoría en la conducta de fraude procesal, conforme lo previsto en el artículo 453 del C.P., cargo que la indiciada ACEPTÓ.

En consideración a ese allanamiento la actuación pasó al conocimiento del Juez Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de individualización de pena, acto en el procedió a verificar la aceptación de cargos, y luego de ello otorgó la palabra a las partes para que se pronunciaran sobre los aspectos contenidos en el artículo 447 C.P.P., momento en el cual el delegado Fiscal solicitó la declaratoria de nulidad a partir de la formulación de imputación, básicamente porque faltó endilgar el delito de falsedad material en documento público agravado por el uso, que también se desprende de la situación fáctica puesta de presente.

El juez de primer nivel no accedió a esa pretensión por cuanto consideró que la petición es extemporánea debido a que para ese momento ya se había emitido sentido del fallo de carácter condenatorio, y adicionalmente, porque no era necesario adoptar una medida extrema como la nulidad en atención a que la Fiscalía tiene la oportunidad de solicitar una audiencia para formular los cargos que no se incluyeron inicialmente. 
Contra esa determinación el representante del ente acusador, secundado por la apoderada de la víctima, interpuso recurso de reposición -el cual fue resuelto en forma adversa a sus intereses- y en subsidio apelación, a cuyo efecto argumentó que no le asiste razón al funcionario a quo debido a que la negativa de acceder a lo solicitado constituiría una flagrante vulneración al derecho de defensa de la procesada, al debido proceso y al principio de congruencia, ya que de los hechos puede advertirse la existencia del punible de falsedad en documento público agravado, incluso pensó que por esa razón la judicatura decretaría en forma oficiosa la nulidad al verificar el contenido de la solicitud de audiencia de individualización de pena y sentencia. Igualmente que sería inadecuado adelantar un proceso diferente por cada uno de los delitos, puesto que existe un concurso y sería más beneficioso para la acusada que se le diera la oportunidad de decidir si acepta cargos por todos los punibles una vez esté correctamente formulada la imputación.
Para dilucidar el debate planteado, la Sala comenzará por decir que la titular de la acción penal y de la acusación es la Fiscalía General de la Nación, no obstante, sus delegados no están facultados para proceder en forma caprichosa en cuanto están en el deber de hacer coincidir lo fáctico con lo jurídico. En efecto, basta decir en respaldo, que al tenor de lo dispuesto en las normas vigentes y en la jurisprudencia nacional, el Fiscal debe hacer primero una imputación fáctica en forma clara y concisa, para proceder a continuación a la imputación jurídica que de allí se deriva, pues una y otra son indispensables para hacer la proposición jurídica completa que exigen los cargos en materia penal.
Acorde con lo anterior, no cabe ninguna duda en cuanto a que la Fiscalía debe realizar la formulación de imputación de la manera más completa posible, esto es, que haya consonancia entre lo fáctico y lo jurídico, máxime al tratarse de un allanamiento como en el presente caso, en donde la conducta o conductas debe tipificarse con mayor claridad dado que se renuncia al derecho a no autoincriminarse y a tener un juicio oral y público, y precisamente ese es el deber que reconoce el delegado del ente acusador no cumplió al momento de endilgar los cargos a la aquí procesada PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA, ya que dejó de enrostrar un delito que también encuadraba dentro de los hechos por los cuales se procede.
Sin embargo, esa mera omisión no es suficiente para que se tome una determinación extrema como la nulidad, tal como lo pretende el representante de la Fiscalía, porque existen una causales señaladas taxativamente en el título VI de la Ley 906/04 que deben acreditarse para arribar a una conclusión de esa naturaleza, las cuales no se advierten en la situación puesta de presente, y por ello desde ya dirá la Colegiatura que la decisión adoptada por el juez de primer nivel será confirmada por encontrarse ajustada a derecho.

Por supuesto la discusión no se centra en si en verdad el punible de falsedad en documento público agravado es consonante con los sucesos materia de investigación, pues fácilmente puede advertirse que dentro de los acontecimientos que dieron origen a la actuación penal y que relató el delegado fiscal, la hoy procesada se valió de un acta de grado y un diploma que resultaron ser espurios, con miras a acreditar una condición profesional que realmente no tenía.
Aquí la discusión es netamente de orden procesal, y hace referencia a lo argumentado por el delegado Fiscal en cuanto a si en verdad se conculcó el derecho fundamental al debido proceso y el derecho de defensa, en particular por infracción al principio de congruencia, y la respuesta a ello es que en realidad no se ven afectadas esas garantías por la omisión en la que se afirma incurrió la Fiscalía al momento de endilgar los cargos, toda vez que en el trámite adelantado se han respetado los derechos fundamentales de la judicializada, quien ha estado representada por un profesional del derecho, y se ha observado lo previsto en la normativa procesal penal vigente.
Tampoco se atentó específicamente contra el principio de congruencia, ya que el punible incluido en dicha formulación encaja dentro de los hechos que fueron descritos por la Fiscalía, y conforme a ello se procederá a dictar el correspondiente fallo de condena.
Todo lo dicho, con mayor razón cuando se sabe que quien da lugar al vicio procesal no está legitimado para solicitar una nulidad con fundamento en el propio error cometido, y pretextando una supuesta afectación procesal que atañe única y exclusivamente a la contraparte. 

El error en que incurrió la Fiscalía bien pudo enmendarse antes de que el asunto arribara ante el juez de conocimiento para hacer la verificación de la aceptación de cargos y la individualización de pena y sentencia, porque lo ideal es que exista una unidad procesal respecto a los hechos y los punibles que de los mismos se derivan, pero no fue así, luego entonces, lo procedente es que se realice una audiencia para formular cargos de manera independiente por ese otro punible, como bien lo indicó el funcionario de primer nivel, sin que ello implique afectación de ninguna garantía constitucional, ni tampoco que se deje sin efectos lo actuado en el presente proceso.

Es lo que sucede -mutatis mutandis- con el fenómeno de la aceptación PARCIAL de los cargos, como situación que forzosamente da lugar al rompimiento de la unidad procesal y a eventuales fallos independientes, sin que por tal razón se pueda alegar afectación alguna al debido proceso.

En ese nuevo trámite la procesada tendrá la oportunidad de aceptar o no la comisión del delito o delitos que se le imputen, y de ser así podrá acceder a la rebaja correspondiente; de lo contrario, con la ayuda de su defensor de confianza podrá  planear la estrategia defensiva, y hacer las solicitudes probatorias pertinentes para enfrentar el juicio que será llevado en su contra. 
De darse un nuevo fallo por cuerda separada en lo atinente al tipo penal de falsedad documental, perfectamente es posible la ulterior acumulación de penas como mecanismo que subsanará la no acumulación oportuna de los procesos.

Acorde con lo expuesto, no es viable acceder a decretar la nulidad solicitada; y, en consecuencia, se confirmará la determinación materia de impugnación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Juez Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), acorde con las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia.
SEGUNDO: Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado 

(Con impedimento) 
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria 
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